
JUSTICIA 

� La Provincia reglamentó la ley 11137, votada días atrás por la Legislatura.  

� En tanto, ayer se publicaron detalles claves para acceder al programa que entró hoy en  
vigencia, por ahora sólo en Bancor.  

� El régimen incluye diferentes exigencias para los clientes en mora que pretendan refinanciar 
sus pasivos en hasta 48 cuotas y a una tasa de 35% anual.  

� La iniciativa está abierta a todos los bancos.  

� A cambio, el Gobierno promete alícuota cero de IIBB al tramo vinculado a los intereses.
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crecimiento de 4% y una inflación  
anual promedio de 21,1%.  

�A la vez, supone una fuerte mejora  
real del salario y un dólar estable.  

�Además, un repunte del consumo privado  
y mayor inversión.  

�Hasta pasadas las 21, el Gobierno no había  
subido a la web oficial el proyecto ni los anexos 
por lo que, por ahora, no se conocen detalles, 
por ejemplo, relacionados con partidas  
destinadas a Córdoba.
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E
l Gobierno nacional envió fi-
nalmente ayer al Congreso el 
proyecto de Presupuesto 

2027 que, tal como lo indica la 
norma, debe ingresar por la Cá-
mara de Diputados. 

Hasta  pasadas las 10 de la no-
che, el Ejecutivo no había ingre-
sado los diferentes textos, plazo 
que vencía a la medianoche. 

Así, los datos que se informa-
ron fueron sólo los ejes básicos 
con los que se elaboró la pauta 
de gastos e ingresos. 

Esos datos macro no distaron 
mayormente de la impronta que le 
imprimió el presidente Javier Milei 
el año pasado al Presupuesto 2026. 

En definitiva, son números opti-
mistas aunque habrá que ver si, 
como este año, las previsiones se 
traducen en hechos concretos o la 
realidad impone otro escenario, tal 
como ocurre con los sucesivos Pre-
supuestos prácticamente desde la 
vuelta de la democracia. 

 
Los números 
El ministro de Economía, Luis Ca-

puto, calcula que el Producto Bru-
to Interno (PBI) crecerá 4% el año 
que viene, mientras que la infla-
ción anual promedio se ubicará en 
21,1% y de 18% punta a punta. 
También prevé una mejora de 
25,4% en el salario medio. 

En cuanto al dólar, las previsio-
nes oficiales estiman un prome-
dio anual de $1.728 y de $1.847,6 
a diciembre del año próximo. Es 
decir 222 pesos por encima de la 
cotización actual de la divisa ma-
yorista. No obstante, desde el ofi-
cialismo aclararon que ese núme-
ro no constituye una previsión 
sobre la cotización, sino que re-
sulta de aplicar la inflación pro-
yectada para 2027 al valor actual 
del tipo de cambio. 

En paralelo, la iniciativa, que 
ingresará en la Cámara de Dipu-
tados antes de que termine el día, 
contempla, una vez más, un re-
sultado fiscal positivo. De cum-
plirse los pronósticos oficiales, el 
país encadenaría cuatro años de 
superávit financiero. 

El escenario macroeconómico 

también proyecta exportaciones 
por US$133.984 millones, lo que 
marcaría un récord histórico si 
efectivamente se concretan, im-
portaciones por US$118.424 millo-
nes y un saldo favorable en la ba-
lanza de bienes y servicios de 
15.560 millones de dólares. 

Al mismo tiempo, los supuestos 
del Gobierno exhiben un creci-
miento de 3,4% del consumo pri-
vado y de 0,6% del consumo públi-
co, a lo que se suma un incremento 
de 9,2% de la inversión. 

Los primeros detalles del pro-
yecto de Presupuesto 2027 se die-
ron a conocer luego de la reunión 
de la mesa política, que estuvo en-
cabezada por la secretaria general 
de la Presidencia, Karina Milei; el 
jefe de Gabinete, Diego Santilli; el 
ministro de Economía, Luis Capu-
to; el presidente de la Cámara de 
Diputados, Martín Menem; la se-
nadora nacional, Patricia Bullrich; 
el subsecretario de Gestión Insti-
tucional, Eduardo Menem; el vi-
cejefe de Gabinete de Ministros, 
Ignacio Devitt; el asesor presiden-

cial, Santiago Caputo; y el secreta-
rio de Comunicación y Medios, 
Fabián Fernández. 

Horas antes de la reunión clave 
de la plana mayor del Gobierno, 
Caputo había anticipado que la 
ley de leyes extendía la base fun-
damental del programa económi-
co libertario: el equilibrio de las 
cuentas fiscales. 

“Vamos a estar presentando por 
cuarto año consecutivo superávit 
financiero, va a ser la primera vez 
en nuestra historia que no estando 
en default va haber cuatro años 
consecutivos de superávit finan-
ciero”, remarcó el titular del Pala-
cio de Hacienda durante un even-
to de la Cámara de Exportadores 
de la República Argentina (CERA). 

Y sumó: “Para darles una idea de 
la relevancia de esto, va a ser la pri-
mera vez en la historia que -no es-
tando en default- un Gobierno en 
la Argentina tiene cuatro años con-
secutivos de superávit fiscal en la 
línea financiera”. 

Luego de que ingrese la ley de 
Presupuesto 2027 en la Cámara 

de Diputados, el Gobierno ya es-
tableció los plazos para conse-
guir los acuerdos necesarios que 
le permitan avanzar con su pro-
grama económico en el año elec-
toral. Algunos gobernadores ya 
se expresaron. 

Según pudo conocer Ámbito, 
el plazo dispuesto para iniciar el 
debate en comisiones será la pri-
mera semana del próximo mes, 
por lo que se fijaría el miércoles 7 
de octubre como fecha de reu-
nión. El invitado inicial sería el 
secretario de Finanzas, Federico 
Furiase, quien asumió su cargo 
en marzo luego de dejar un rol 
directivo en el Banco Central de 
la República Argentina. 

El Gobierno busca sancionar su 
segunda ley de Presupuesto tras 
aprobar la vigente norma en di-
ciembre del año pasado, en perío-
do de extraordinarias. En los ante-
riores dos años de la gestión, Javier 
Milei administró presupuestos 
prorrogados. Fue la primera vez 
que el mandatario no presenta en 
cadena nacional la ley de leyes. 

Presupuesto 2027: Milei envió  
el proyecto, otra vez  
con proyecciones optimistas

La industria manufacturera redujo 
la utilización de su capacidad ins-
talada durante julio, en un fiel re-
flejo de la fuerte caída de la produc-
ción que se verificó en dicho mes.  

Por noveno mes consecutivo el 
sector operó a menos de 60% de 
su potencial máximo. 

Según el Indec, la industria usó 
58,2% de su capacidad instalada 
en el séptimo mes del año. La ci-
fra fue 0,2 puntos porcentuales 
(p.p) inferior a la del mismo mes 
de 2025 y se ubicó 0,9 p.p por de-
bajo del nivel de junio. 

Los bloques sectoriales que 
presentaron niveles de utilización 
de la capacidad instalada supe-
riores al nivel general fueron refi-
nación del petróleo (89,9%), in-
dustrias metálicas básicas 
(71,8%), papel y cartón (69,6%), 
productos alimenticios y bebidas 
(66,0%) y sustancias y productos 
químicos (61,4%). Por el contra-
rio, las divisiones que se ubicaron 
debajo del nivel general fueron 
edición e impresión (54,6%), pro-

ductos minerales no metálicos 
(48,6%), productos textiles 
(45,3%), productos del tabaco 
(45,2%), productos de caucho y 
plástico (40,2%), industria auto-
motriz (39,0%) y metalmecánica 
excepto automotores (38,3%). 

En términos de variaciones, los 
mayores retrocesos respecto de 
un año atrás se verificaron en la 
metalmecánica (-10,7 p.p), pro-
ductos minerales no metálicos (-
8,5 p.p) e industria automotriz (-
5,1 p.p). 

En el caso de la metalmecánica, 
Indec explicó que la contracción 
estuvo relacionada principal-
mente con los menores niveles de 
producción de maquinaria agro-
pecuaria y de aparatos de uso do-
méstico (como heladeras y lava-
rropas), que se desplomaron 
46,6% y 20,9% interanual, respec-
tivamente.  

La fabricación de minerales no 
metálicos fue arrastrada esencial-
mente por la merma en la fabrica-
ción de vidrio, cemento y otros 

materiales para la construcción.  
En tanto, el sector automotriz 

se vio afectado por la menor acti-
vidad de las terminales, en un 
contexto de baja demanda, me-
nor crédito, mayor penetración 
de autos importados y reestructu-
ración en las estrategias de mu-
chas empresas. 

Vale recordar que la semana 
pasada el Indec informó que el 
Índice de Producción Industrial 
se desplomó 4,9% interanual y 5% 
mensual. Como consecuencia, la 
serie desestacionalizada tocó mí-
nimos desde junio de 2024. 

Para el cálculo del uso de capa-
cidad, el organismo tiene en 
cuenta cuál es efectivamente la 
producción máxima que cada 
sector puede obtener, conside-
rando criterios técnicos, como el 
aprovechamiento potencial de 
las plantas productivas, emplean-
do el máximo de turnos posibles y 
las paradas necesarias para el 
mantenimiento apropiado de di-
cha capacidad.

El texto que ingresó a Diputados prevé un crecimiento de 4% y una inflación 
anual promedio de 21,1%. A la vez, supone una fuerte mejora real del salario y 
un dólar estable. Además, un repunte del consumo privado y mayor inversión. 
Hasta pasadas las 22, el Gobierno no había subido a la web oficial el proyecto  
ni los anexos por lo que, por ahora, no se conocen detalles,  
por ejemplo, relacionados con partidas destinadas a Córdoba

Volvió a caer el uso de la  
capacidad instalada de la industria
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C
arlos Alberto Presti, ministro 
de Defensa de la Nación, vi-
sitó -de manera sorpresiva- 

el pasado lunes la Fábrica Argenti-
na de Aviones “Brig. San Martín” 
(Fadea). Fue recibido por Oscar 
López y Guillermo Ballesteros, 
presidente y vicepresidente de la 
empresa respectivamente. 

Durante su visita, Presti recorrió 
las instalaciones, se reunió con 
cuadros jerárquicos y dejó un 
mensaje que fue más allá de una 
visita protocolar: aseguró que su 
intención es “dar vuelta” la empre-
sa y “sacarla adelante”. 

Además, se encontró con traba-
jadores de distintas áreas y niveles 
de conducción, los saludó perso-
nalmente uno por uno, escuchó 
sus nombres y funciones, y expre-
só: “Mi compromiso es con el capi-
tal humano de la fábrica”. Asimis-
mo agregó: “Los que le dan vida a 
Fadea son ustedes, los trabajado-
res. Por lo tanto, mi compromiso 
es para con ustedes”. 

 
Prestigio 
El ministro destacó el prestigio 
de Fadea e insistió en su volun-
tad de trabajar para sostenerlo; 
asimismo señaló que en el exte-
rior la fábrica mantiene un reco-
nocimiento asociado a su tra-
yectoria y sus capacidades: “En 
el exterior todos hablan de Fa-
dea y me preguntan qué está ha-
ciendo esta empresa”, dijo y 
añadió: “Vamos a redoblar los 
esfuerzos para hacer las cosas de 
manera diferente” para concluir: 

“Vengo a sacar la empresa ade-
lante”. 

En su recorrido, junto a los di-
rectivos López y Ballesteros, Presti 

se interiorizó sobre las capacida-
des industriales y tecnológicas de 

la fábrica, así como sobre los prin-
cipales proyectos que ésta des-
arrolla actualmente. 

 
Crisis y esperanza 
Cabe recordar que durante 2025 y 
el corriente año, Fadea tomó dis-
tintas medidas de ajuste para re-
ducir sus costos, además de buscar 
contratos para recuperar ingresos 
genuinos. 

La crisis se hizo especialmente 
visible con esquemas de suspen-
siones de hasta tres jornadas se-
manales y programas preventivos 
de crisis, en un contexto en el que 
la fábrica llegó a un rojo operativo 
de alrededor de dos millones de 
dólares mensuales y una deuda 
acumulada con proveedores de 
entre US$20 millones y US$25 mi-
llones. 

Además, la plantilla se redujo de 
los 824 empleados que la fábrica 
tenía en 2024 a los actuales 578, la 
más baja de su historia. 

En ese contexto, la visita no 
anunciada de Presti y sus palabras 
traen una nueva esperanza: De-
fensa habla de esfuerzo, capital 
humano, capacidades industriales 
y recuperación, lo que puede ser 
visto como una declaración de 
apoyo para salvar la empresa. 

Prometió “dar vuelta” la fábrica, que sufre una seria crisis que amenaza su existencia

Visita sorpresa de Presti a Fadea: promesa 
de reactivación y nuevas inversiones

FADEA



b
l programa de Alivio y Reor-
denamiento del Endeuda-
miento Familiar que el go-

bernador Martín Llaryora anun-
ció días atrás y que fue aprobado 
por ley por la Unicameral, entró 
en vigencia en las últimas horas 
luego de que ayer se publicara la 
reglamentación de la norma. 

La resolución firmada por el 
ministro de Economía, Guillermo 
Acosta, incluye la reglamenta-
ción de varios artículos de la ley 
que apunta a convertirse en una 
herramienta de auxilio para miles 
de morosos en la provincia. 

El texto publicado ayer con-
templa diferentes requisitos para 
quienes busquen adherir al plan 
que, desde hoy estará activo sólo 
en el Banco de Córdoba pero que 
seguramente en los próximos dí-
as incluirá a otras entidades. 

 
La ley primero 
Respecto de la norma aprobada 
por la Legislatura, apunta a deu-
dores en mora, en principio con 
ingresos mensuales inferiores a 
$3,7 millones.  

Del total de 3,8 millones de 
cuentas que hay registradas en la 
Provincia -una persona puede 
tener, por ejemplo, dos tarjetas 
de crédito o uno o más créditos-, 
780 mil se encuentran en situa-
ción irregular. El concepto de 
morosidad es que se encuentren 
en categoría 2 ó 3 según la nor-
mativa del Banco Central que 
puede consultarse en la web de la 
entidad. 

 
Los detalles del programa 
La ley contempla que quienes 
tengan varios compromisos de 
menor monto puedan concen-
trarlos en una sola obligación, 
con una cuota mensual previsi-
ble y plazos de entre 24 y 48 me-
ses, dentro de la misma entidad 
financiera. 

La intención oficial es que esa 
herramienta permita bajar la pre-
sión que ejercen las cuotas sobre 
los ingresos familiares y, al mis-
mo tiempo, recuperar capacidad 
de consumo. 

El Gobierno provincial sostiene 
que el problema de la deuda fa-
miliar no debe ser abordado sola-
mente desde una perspectiva fi-
nanciera. En el mensaje que 
acompañó el anuncio, Llaryora 
puso el foco en situaciones con-
cretas de la vida cotidiana: el cré-
dito utilizado para reparar un ve-

hículo necesario para trabajar, el 
préstamo destinado a sostener 
los estudios de un hijo o la tarjeta 
de crédito utilizada para afrontar 
gastos corrientes. 

El ministro de Comunicación, 
Daniel Pastore, aclaró a este me-
dio que no estarán incluidas deu-
das generadas por juegos de azar. 

La lógica detrás del programa 
es que una reducción de los inte-
reses genere un efecto inmediato 
sobre la economía real. Según el 
planteo oficial, el dinero que una 
familia deja de destinar al pago 
de intereses puede volcarse nue-
vamente al consumo en comer-
cios, almacenes, carnicerías y 
otros establecimientos locales. 

“Aliviar la deuda familiar no es 
un gasto, es la mejor inversión 
para ayudar a activar el consumo 
y conservar el empleo de miles de 
cordobeses”, sostuvo el goberna-
dor cuando presentó la iniciativa. 

El proyecto también propone 
un esquema de “esfuerzo com-
partido” entre el Estado, los ban-
cos y los propios deudores. En 
ese diseño, la Provincia aportará 
mediante una reducción de la 
carga impositiva, mientras que 
las entidades financieras deberán 
resignar parte de su rentabilidad 
para ofrecer condiciones más fa-
vorables. 

Las familias, por su parte, asu-
mirán el compromiso de conti-
nuar pagando, pero bajo una cuo-
ta que resulte posible de afrontar. 

Por lo demás, respecto al apor-
te de la Provincia, el proyecto ba-
ja la alícuota a cero de Ingresos 
Brutos (IIBB) sobre la refinancia-
ción a cambio de que los bancos 
que adhieran, refinancien las 
deudas a tasas inferiores a 35%. 

Bancor es la primera entidad 
que aplicará el programa una vez 
que esté operativo. 

Uno de los aspectos centrales 
de la iniciativa impulsada por el 
Gobierno provincial es el estable-
cimiento de condiciones especí-
ficas para las operaciones que se 
realicen dentro del programa. 

Los bancos y emisoras de tarje-
tas que adhieran deberán ofrecer 
mecanismos de consolidación, 
refinanciación o reestructuración 
de deudas con una Tasa Nominal 
Anual (TNA) fija máxima de 35% 
y plazos de entre 24 y 48 cuotas 
mensuales. 

De esta manera, se busca 
ofrecer una alternativa para 
quienes actualmente tienen di-
ficultades para sostener el pago 
regular de sus compromisos y 
necesitan ordenar sus obliga-
ciones bajo condiciones finan-
cieras más favorables. 

Deudas a incluir 
El programa comprende obliga-
ciones originadas en préstamos 
personales, saldos financiados de 
tarjetas de crédito y otras modali-
dades de financiamiento utiliza-
das para afrontar gastos ordina-
rios relacionados con la subsis-
tencia o las necesidades básicas 
del hogar. 

Quedan excluidas las financia-
ciones vinculadas directa o indi-
rectamente con juegos de azar y 
apuestas, así como las deudas 
contraídas para cancelar o refi-
nanciar obligaciones originadas 
en esos conceptos. 

La normativa establece crite-
rios para focalizar el programa en 
personas que atraviesen dificul-
tades financieras. 

Podrán acceder quienes acre-
diten domicilio en la provincia de 
Córdoba con una antigüedad mí-
nima de dos años y hayan estado 
clasificados en Situación 2 o Si-
tuación 3 al 31 de julio de 2026, de 
acuerdo con la información de la 
Central de Deudores del Sistema 
Financiero del Banco Central de 
la República Argentina. 

También deberán cumplir las 
condiciones económicas, finan-
cieras y patrimoniales que deter-
mine la reglamentación. 

Entre los parámetros contem-
plados se encuentran el nivel de 
ingresos del solicitante y de su 
grupo familiar conviviente; la ti-
tularidad de inmuebles, automo-
tores y otros bienes registrables; 
la tenencia de activos financieros 
o inversiones; y la relación entre 
los ingresos disponibles y las 
obligaciones financieras. 

La ley incorpora además un in-
centivo tributario dispuesto por 
la Provincia para promover la 
participación de las entidades fi-
nancieras y emisoras de tarjetas. 

Las entidades que adhieran 
tendrán una alícuota especial de 
cero por ciento en el impuesto 
sobre los Ingresos Brutos sobre 
los intereses y ajustes correspon-
dientes a las operaciones de refi-
nanciación, reprogramación o 
reestructuración realizadas den-
tro del programa. 

El mismo tratamiento alcanza-
rá a las emisoras de tarjetas de 
crédito respecto de los intereses 
compensatorios o financieros co-
rrespondientes a la refinancia-
ción de los saldos comprendidos. 

 
Requisitos 
En cuanto a la reglamentación, el 
artículo 3 indica que “el solici-
tante en el marco del artículo 4° 
de la Ley N° 11.137 deberá cum-
plir, a la fecha de presentación de 
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Llaryora activó el plan de alivio a morosos: 
¿cuáles son los requisitos para acceder? 
La Provincia reglamentó la ley 11137, votada días atrás por la Legislatura. En tanto, ayer se publicaron  
detalles claves para acceder al programa que entró hoy en vigencia, por ahora sólo en Bancor.  
El régimen incluye diferentes exigencias para los clientes en mora que pretendan refinanciar sus pasivos  
en hasta 48 cuotas y a una tasa de 35% anual. La iniciativa está abierta a todos los bancos.  
A cambio, el Gobierno promete alícuota cero de IIBB al tramo vinculado a los intereses
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su solicitud, las siguientes condi-
ciones económicas y patrimonia-
les: a) Ingresos. El ingreso men-
sual total del Solicitante y, cuan-
do corresponda, de su grupo fa-
miliar conviviente no deberá su-
perar el equivalente a diez (10) 
Salarios Mínimos, Vitales y Móvi-
les (SMVM).  

A tal fin se considerará el 
SMVM vigente al último día del 
mes calendario inmediato ante-
rior a la solicitud. El ingreso 
mensual se determinará sobre el 
promedio de los tres (3) meses 
calendario completos inmedia-
tos anteriores e incluirá ingresos 
laborales, previsionales, profe-
sionales, comerciales, locativos y 
de cualquier otra fuente, netos 
únicamente de aportes persona-
les obligatorios. b) Bienes regis-
trables. El Solicitante deberá 
cumplir las siguientes condicio-
nes: 1. ser titular o poseedor a tí-
tulo de dueño de hasta un único 
inmueble y cuyo destino sea la 
casa-habitación del beneficiario. 
2. no poseer más de dos (2) auto-
motores o que la base imponible, 
o la sumatoria de las bases impo-
nibles correspondientes al año 
2026, no sea superior a 
$29.800.000,00, a estos fines sólo 
se computarán los automotores 
que no se encuentren exentos 
por aplicación del artículo 57 de 
la Ley Impositiva N° 11.090. 3. no 
poseer embarcaciones. c) Inver-
siones financieras. El Solicitante 
y, cuando corresponda, su grupo 
familiar conviviente no podrán 
ser titulares, cotitulares, benefi-
ciarios o usufructuarios de inver-
siones en instrumentos financie-
ros cuyo valor total sea igual o 
superior al Importe a refinanciar. 
Se incluyen, entre otros, títulos 
públicos o privados, bonos, obli-
gaciones negociables, cuotapar-
tes de fondos comunes de inver-
sión, certificados de participa-
ción, acciones y depósitos a pla-
zo fijo. No se computará, a los fi-
nes de este inciso, la mera tenen-
cia -en efectivo o caja de ahorro- 
de moneda de curso legal nacio-
nal o extranjera. Los instrumen-
tos con cotización se valuarán al 
valor de cierre del día hábil in-
mediato anterior a la solicitud, 
los restantes, por el capital inver-
tido más rendimientos devenga-
dos a esa fecha. 

Información obligatoria al deu-
dor aparece en otro artículo de la 
reglamentación. “La Entidad 
Otorgante deberá informar al So-
licitante, en forma clara, destaca-
da y separada de las restantes 
condiciones contractuales, que la 
operación de préstamo perso-
nal/refinanciación se instrumen-
ta en el marco del Programa Pro-
vincial de Alivio y Reordena-
miento del Endeudamiento Fa-
miliar creado por la Ley N° 11.137 
y que se encuentra sujeta a las 
condiciones financieras previa-
mente acordadas con el Ministe-
rio de Economía de la Provincia 
de Córdoba en el Convenio de 
Adhesión.  

Por lo demás, el resto de la re-
glamentación refiere a detalles 
que, por ejemplo, incluyen requi-
sitos para aquellas entidades que 
quieran adherir. 

GOB CBA
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C
ientos de empresarios indus-
triales, referentes y líderes de 
distintos sectores se reunie-

ron en la planta Blangino de Mon-
te Cristo, Córdoba, para participar 
de la tercera edición de la Jornada 
Industrial Blangino, un espacio de 
encuentro y conversación que, ba-
jo el lema “la conversación que 
construye el futuro de la indus-
tria”, puso en agenda los principa-
les desafíos y oportunidades que 
atraviesa el sector productivo. 

La fecha tuvo además un signifi-
cado especial para la empresa: la 
jornada coincidió con el cumplea-
ños de su fundador, Juan Blangino. 
En un emotivo mensaje, compar-
tió su orgullo por el camino cons-
truido y su profunda gratitud hacia 

quienes lo acompañan día a día.  
“Yo no lo hice solo”, expresó 

Blangino, al destacar el valor de las 
personas que han sido parte de es-
te recorrido. A sus 86 años, contó 
que no deja pasar un solo día sin ir 
a la fábrica y dejó una reflexión que 
atravesó su historia como empre-
sario: la importancia de amar lo 
que uno hace. 

La jornada abrió con las palabras 
de autoridades de Blangino y del 
ministro de Producción, Ciencia e 
Innovación Tecnológica de Córdo-
ba, Fernando Sibilla, y continuó 
con la exposición del economista 
Martín Rapetti, quien analizó el 
nuevo escenario económico ar-
gentino y los desafíos que enfrenta 
la industria para reconvertirse, 
competir y crecer.  

La transformación empresarial 
fue protagonista con el panel “In-
novar y liderar la transformación 
industrial”, moderado por Caroli-
na Costa, directora Ejecutiva de 
Uvitec, que reunió las experien-
cias de Laura Passerini, directora 
de Egran y presidente de la Bolsa 

de Cereales de Córdoba; Juan Ga-
llará, director de Gallará y presi-
dente de Camarco Joven Nacio-
nal; y Mauro Piccini, CEO de In-
dusplast y presidente del Polígo-
no Industrial Malagueño. 

Otro de los ejes centrales fue la 
inteligencia artificial (IA) y su im-
pacto en la industria. El economis-
ta y profesor del IAE Lucas Pusset-
to, abordó las oportunidades que 
presenta esta tecnología en mate-
ria de productividad, competitivi-
dad, empleo y crecimiento. 

Como cierre, los empresarios 
participaron de mesas de conver-
sación en torno a tres grandes ejes: 
innovación y transformación in-
dustrial, IA aplicada a la industria; 
y productividad y competitividad. 
El formato buscó poner en el cen-
tro el intercambio entre pares y ge-
nerar conversaciones concretas a 
partir de los desafíos que las em-
presas enfrentan hoy. 

Blangino es la empresa líder en 
la producción de pisos, revesti-
mientos y premoldeados, desde 
hace 60 años fabrica desde Cór-

doba y exporta sus productos a 
países como Chile, Bolivia, Para-
guay, Uruguay, Perú, Panamá y 
Australia. 

Cuenta con una capacidad pro-
ductiva de 15.000 metros cuadra-
dos diarios, una superficie indus-
trial de 15 hectáreas y genera 2.000 
puestos de trabajo directos e indi-
rectos. A lo largo de su trayectoria, 
ha exportado más de cinco millo-
nes de metros cuadrados de pro-
ductos al mundo. 

Su cartera de productos incluye 
pisos y revestimientos de terrazo, 
losetas para exterior, calcáreos ar-
tesanales, celosías y adoquines, 
desarrollados para proyectos de 
arquitectura, diseño y urbanismo. 

La compañía fue fundada en 
1966 por Juan Bautista Blagino. 
Desde sus inicios, la empresa se ha 
destacado por la calidad de sus 
productos, la innovación constan-
te y el compromiso con la satisfac-
ción del cliente.  

Con una visión de crecimiento 
sostenible y el enfoque en la exce-
lencia, Blangino se posiciona co-
mo referente en el mercado nacio-
nal e internacional. 

Recientemente lanzó Blangino 
Select, división profesional don-
de la industria se encuentra con 
el diseño, la arquitectura y la cre-
atividad para desarrollar nuevas 
formas de entender y aplicar los 
materiales. 

Blangino reunió en su planta en 
Monte Cristo a cien empresarios 
industriales para dialogar  
sobre el futuro de la industria

Familia Parra, concesionaria ofi-
cial BYD, presentó un nuevo mo-
delo de la marca: BYD SEAL 5 
DM-i, el primer sedán híbrido en-
chufable con tecnología Super 
Hybrid DM-i.  

El evento se llevó a cabo en las 
instalaciones de la concesionaria, 
ubicada en Monseñor Pablo Ca-
brera 1835, con la presencia de 
directivos de BYD, y de manera si-
multánea con toda la red a nivel 
nacional de concesionarias ofi-
ciales. 

El BYD SEAL 5 DM-i representa 
un salto tecnológico en el seg-
mento de sedanes, combinando 
una autonomía combinada de 
hasta 1.600 kilómetros bajo ciclo 
NEDC con un consumo de tan so-
lo 3,7 L/100 km. Estas prestacio-
nes lo posicionan como una solu-
ción de movilidad eficiente tanto 
para el uso urbano cotidiano co-
mo para viajes de larga distancia, 
reduciendo significativamente la 
dependencia del combustible 
convencional. 

El modelo se destaca además 
por sus dimensiones generosas -
4.780 mm de largo, 1.837 mm de 
ancho y 1.515 mm de alto- y un ba-
úl de 522 litros de capacidad, ofre-
ciendo un estándar de confort y 
practicidad acorde a las necesida-
des del segmento ejecutivo. 

El BYD SEAL 5 DM-i se comer-
cializa a un precio de US$31.900, 
con una bonificación especial de 
US$1.000 durante el corriente mes. 

Este lanzamiento se enmarca 
en el compromiso sostenido de 

Familia Parra con la innovación y 
la calidad de atención. La conce-
sionaria cordobesa encabeza el 
ranking de experiencia al cliente a 
nivel nacional, distinción que re-
fleja su modelo de gestión centra-
do en las personas y su apuesta 
permanente por incorporar las 
tecnologías más avanzadas del 
mercado automotor. 

“El BYD SEAL 5 es un modelo 
que representa hacia donde está 
avanzando la movilidad. En Fami-
lia Parra apostamos por ese futuro 
y entendimos que liderar no es so-
lo vender autos: es entender lo que 

cada persona necesita y ofrecerle 
la mejor experiencia. Por eso tra-
bajamos para acercar esta tecnolo-
gía, para que deje de ser lejana y se 
convierta en algo cotidiano. Y hoy 
podemos decir, con orgullo, que li-
deramos la experiencia del cliente 
a nivel nacional”, afirmó Silvina 
Parra, directora de la empresa. 

El lanzamiento forma parte de la 
estrategia de la compañía para 
consolidar en el país una oferta de 
movilidad electrificada cada vez 
más amplia y diversa, capaz de res-
ponder a diferentes necesidades y 
formas de uso. 

Les presentó una agenda 
sobre los principales 
desafíos y oportunidades 
que atraviesa el sector 
productivo

Familia Parra presentó el nuevo sedán híbrido enchufable de BYD 

GENTILEZA
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a Sala Contencioso-adminis-
trativa del Tribunal Superior 
de Justicia (TSJ) de Córdoba 

rechazó el recurso de casación de 
la Caja de Jubilaciones, Pensiones 
y Retiros de Córdoba y dejó firme 
el reconocimiento de la pensión a 
una mujer que había convivido 
durante más de 26 años con el cau-
sante, pese a que ambos tuvieron 
domicilios diferentes durante los 
últimos meses de vida de éste por 
razones de salud.  

El Alto Cuerpo, integrado por 
Domingo Sesin, autor del voto, Aí-
da Lucía Teresa Tarditti y Luis Ru-
bio, entendió que esa circunstan-
cia no significó el cese del proyecto 
de vida común y que denegar el 
beneficio supondría un excesivo 
rigor formal. 

La decisión confirmó el pronun-
ciamiento del tribunal de mérito 
que había admitido la demanda de 
S. C., declarado nulas las resolucio-
nes administrativas que rechazaron 
su solicitud y reconocido su dere-

cho a percibir la pensión derivada 
del fallecimiento de su conviviente, 
P. A., desde la fecha del deceso, con 
los correspondientes intereses. 

El fallo recordó que la ley 8024 
procura equiparar a la conviviente 
con la viuda a efectos previsionales, 
aunque exige acreditar una convi-
vencia pública y en aparente matri-
monio durante el plazo legalmente 
establecido y hasta el fallecimiento. 
En este caso, al no existir descen-
dencia común, correspondía de-
mostrar cinco años de convivencia. 

El pronunciamiento señaló que la 
Caja cuestionó el beneficio porque, 
al momento del fallecimiento, P. A. 
vivía en un domicilio distinto del de 
la accionante. Sin embargo, Sesin 
destacó que el tribunal de mérito ha-
bía realizado una valoración integral 
de la prueba administrativa y judi-
cial, de la que surgía una relación de 
pareja y convivencia que había su-
perado ampliamente el período mí-
nimo exigido por la legislación. 

La sentencia ponderó que una 
encuesta socioambiental había es-
tablecido una convivencia de 26 
años y que ambos habían comple-
tado en 2011 una declaración jura-
da para el registro de convivientes 
de la propia Caja. También valoró 
testimonios según los cuales nun-
ca había cesado el proyecto de vida 
en común, aun cuando las dificul-

tades de salud obligaron a modifi-
car transitoriamente la organiza-
ción cotidiana de la pareja. 

 
Situación 
El decisorio explicó que P. A., 
quien falleció a los 92 años, pade-
cía graves dificultades de movili-
dad y otros problemas de salud.  

Durante sus últimos meses sus 
hijos decidieron cuidarlo en su 
propia vivienda porque S. C. tam-
bién atravesaba problemas de sa-
lud y, además, tenía a su cargo a 
una hija con discapacidad que re-
quería asistencia permanente. Pe-
se al traslado, la mujer continuó 
acompañando regularmente a su 
pareja hasta el fallecimiento. 

El fallo consideró por ello que la 
Caja se había aferrado exclusiva-
mente a la existencia de domici-
lios diferentes sin efectuar una va-
loración integral de las circuns-
tancias acreditadas. La interrup-
ción de la cohabitación, sostuvo, 
no podía equipararse automática-
mente al cese de la unión cuando 
subsistía la voluntad de mantener 
una vida en común. 

La decisión remarcó también el 
carácter alimentario de los dere-
chos previsionales y su función 
protectora frente a los riesgos de 
subsistencia y ancianidad. En esas 
condiciones, la diferencia de do-
micilios durante los últimos meses 
no constituía un obstáculo para 
conceder la pensión, especialmen-
te frente a una convivencia que ha-
bía excedido ampliamente los cin-
co años requeridos. 

El pronunciamiento ponderó 
además la concurrencia intersec-
cional de factores de vulnerabili-
dad vinculados con la discapaci-
dad, la salud y la edad. Una inter-
pretación estrictamente literal de 
los requisitos legales, sostuvo, des-
atendería las particularidades del 
caso y la finalidad protectora del 
instituto previsional. 

La sentencia aplicó asimismo la 
doctrina de la Corte Suprema de 
Justicia según la cual debe consi-
derarse el desamparo que puede 
provocar la denegación de una 
pensión a quien recibió durante su 
vida el sostén económico de su pa-
reja y pierde esa protección preci-
samente en la ancianidad. 

El TSJ concluyó que el recurso no 
formuló una crítica concreta y efi-
caz contra los fundamentos centra-
les del pronunciamiento, sino que 
expresó esencialmente disconfor-
midad con lo decidido. Por ello, 
mantuvo inconmovible la sentencia 
que reconoció la pensión, rechazó 
la casación de la Caja y dispuso las 
costas por el orden causado.
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La pareja tuvo un  
proyecto de vida durante 
más de 26 años y la  
separación física de los 
últimos meses obedeció 
a problemas de salud

Confirman pensión a concubina 
pese a que no comparte el mismo 
domicilio que el causante

La Corte Suprema de Justicia de 
la Nación (CSJN) dejó sin efecto 
la sentencia del Superior Tribu-
nal de Justicia (STJ) de La Pampa 
que había declarado la inconsti-
tucionalidad del mínimo de cua-
tro años de prisión previsto para 
el delito de abigeato agravado, al 
considerar que la decisión se sus-
tentó en valoraciones particula-
res de los magistrados que susti-
tuyeron indebidamente el crite-
rio de política criminal fijado por 
el legislador.  

La CSJN recordó que la decla-
ración de inconstitucionalidad 
constituye la última ratio del or-
den jurídico y que los jueces sólo 
pueden apartarse de las escalas 
penales establecidas por ley ante 
supuestos extremos de manifies-
ta desproporción. 

La decisión, firmada por Hora-
cio Rosatti, Carlos Rosenkrantz y 
Ricardo Lorenzetti, fue dictada 
en la causa “Luna, Nicolás y Mar-
misola, Nazareno en legajo N° 
109108/5 (Reg. Sala B del S.T.J.) s/ 
recurso extraordinario federal” y 
coincidió con el dictamen del 
procurador General de la Nación 
interino.  

El recurso había sido promovi-
do por el Ministerio Público Fis-
cal de La Pampa contra el pro-
nunciamiento que permitió im-
poner a los acusados una pena 
inferior al mínimo legal. 

El fallo analizó la condena de 
dos personas como coautoras de 
abigeato agravado por haberse 
cometido en las condiciones pre-
vistas para el robo, portación de 
arma de fuego de uso civil sin au-
torización y caza de animales de 
la fauna silvestre, delitos que 
concurrieron realmente.  

La legislación aplicable estable-
ce para el primero de ellos un mí-
nimo de cuatro años de prisión, lo 
que determina que la sanción sea 
de cumplimiento efectivo. 

La sentencia provincial había 
considerado que ese piso resulta-
ba inconstitucional para el caso 
concreto. Para arribar a esa con-
clusión ponderó las característi-
cas del hecho, las condiciones 
personales de los condenados, la 
inexistencia de antecedentes pe-
nales y el tiempo transcurrido.  

Entendió que imponerles pri-
sión efectiva sería desproporcio-
nado y afectaría los principios de 
culpabilidad y resocialización. 
Por mayoría, redujo entonces la 
escala y fijó una pena de tres años 
de prisión de ejecución condicio-
nal y cuatro años de inhabilita-
ción para cazar. 

Descalificación 
El pronunciamiento de la CSJN 
descalificó ese razonamiento 
porque “se apoya sólo en valora-
ciones particulares de los magis-
trados que divergen de las que 
fueran plasmadas por el legisla-
dor en la normativa en examen”.  

Recordó, además, que “la de-
claración de inconstitucionali-
dad de un precepto de jerarquía 
legal constituye la más delicada 
de las funciones a encomendar a 
un tribunal de justicia y configura 
un acto de suma gravedad que 
debe ser considerado la ultima 
ratio del orden jurídico”. 

La decisión destacó que corres-
ponde al Poder Legislativo esta-
blecer las escalas punitivas como 
parte del diseño de la política cri-
minal y que el control de consti-
tucionalidad no habilita a los tri-
bunales a reemplazar esa valora-
ción por sus propias apreciacio-
nes sobre la conveniencia o justi-
cia de una determinada pena.  

La intervención judicial se jus-
tifica cuando existe una falta de 
correspondencia inconciliable 
entre el bien jurídico lesionado y 
la intensidad o extensión de la 
privación de derechos impuesta 
al autor, de tal entidad que resul-
te incompatible con la dignidad 
humana. 

La CSJN también ponderó la fi-
nalidad perseguida mediante la 
ley 25890, que reformó el Código 
Penal para fortalecer la protec-
ción del sector productivo frente 
al abigeato y agravar la respuesta 
penal ante determinadas modali-
dades del delito.  

Desde esa perspectiva, enten-
dió que la solución adoptada por 
la justicia pampeana se apartó de 
una definición legislativa expresa 
sin demostrar una incompatibili-
dad constitucional que justificara 
semejante decisión. 

Finalmente, el fallo reafirmó 
los límites derivados de la divi-
sión de funciones estatales y sos-
tuvo que “el principio constitu-
cional de la separación de pode-
res no consiente a los jueces el 
poder de prescindir de lo dis-
puesto por la ley respecto al caso, 
so color de su posible injusticia o 
desacierto”.  

Sobre esa base, dejó sin efecto 
la sentencia recurrida, al concluir 
que los argumentos utilizados 
para perforar el mínimo penal del 
abigeato agravado no alcanzaban 
el estándar excepcional exigido 
para declarar inconstitucional 
una escala establecida por el 
Congreso. 

Anulan la reducción del 
mínimo penal para  
el abigeato agravado

Autos: "C., S. A. c/ Caja de Jubilaciones, 
Pensiones y Retiros de Córdoba - 
Plena Jurisdicción - Recurso de Casación” - 
EXPTE. N⁰ 12507524
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i
a falta de prueba de una con-
ducta médica negligente y del 
nexo causal entre la atención 

brindada y la pérdida de la capaci-
dad reproductiva llevó a la Cámara 
1ª en lo Civil y Comercial de Cór-
doba a desestimar la apelación de 
la paciente y confirmar el rechazo 
de la demanda por mala praxis 
contra el Hospital Materno Provin-
cial Dr. Raúl Felipe Lucini, dos mé-
dicas y la Provincia de Córdoba. La 
decisión fue adoptada por Julio 
Ceferino Sánchez Torres, Andrés 
Federico Varizat y Guillermo Pedro 
Bernardo Tinti. 

El fallo examinó el reclamo de V. 
d. V. V., quien había demandado 
daños y perjuicios tras una inter-
vención de urgencia realizada en 
septiembre de 2015. Luego de una 
cesárea, la mujer reingresó al hos-
pital con dolor abdominal y vómi-
tos; se le practicó un legrado y pos-
teriormente una laparotomía ex-
ploradora que culminó en una his-
terectomía total abdominal. La pa-
ciente perdió definitivamente su 
capacidad reproductiva y quedó 
con una incapacidad física de 50%. 

La alzada recordó que la de-
manda había atribuido el daño a 
una supuesta perforación uterina 
producida durante el legrado. En 
cambio, la alegación de que exis-
tió negligencia por haber recibido 
el alta sin tratamiento antibiótico 
fue introducida recién al alegar. 
Sánchez Torres, autor del primer 
voto, sostuvo que considerar esa 
nueva línea causal implicaría mo-
dificar la plataforma fáctica y 
afectar el derecho de defensa de 
las demandadas. 

El pronunciamiento también 
abordó la falta de consentimiento 
informado y la situación de vul-
nerabilidad invocada por la acto-
ra. La alegada condición de anal-
fabetismo tampoco había sido 
planteada en la demanda ni acre-
ditada: la pericia sólo consignaba 
que había cursado hasta tercer 
grado. De todos modos, aun con-
siderada hipotéticamente esa si-
tuación, la solución no variaba 
porque la intervención se des-
arrolló en una emergencia obsté-
trica con peligro real para la vida 
de la paciente, supuesto en el que 
la ley 26529 contempla una ex-
cepción al consentimiento infor-
mado ordinario. 
 
Énfasis 
La decisión puso especial énfasis 
en la pericia médica oficial. La ex-
perta descartó elementos objeti-
vos que permitieran afirmar que 
durante el legrado se hubiera pro-
ducido la perforación uterina de-
nunciada y explicó que la lesión 
constatada correspondía a la zo-
na de la incisión de la cesárea 
previa, no a la localización habi-
tual de las perforaciones por ras-
paje. También concluyó que la 
histerectomía respondió al grave 
cuadro infeccioso y que las profe-
sionales actuaron conforme a la 
lex artis, priorizando la vida de la 
paciente. 

La sentencia remarcó que la so-
la existencia de un resultado da-
ñoso no permite presumir mala 
praxis. Aunque estaba acreditada 
la pérdida de la capacidad repro-
ductiva, correspondía demostrar 

que ese perjuicio había sido cau-
sado por una conducta negligen-
te o imperita. La actora no aportó 
elementos técnicos de igual o su-
perior fuerza que desvirtuaran la 
pericia oficial, científicamente 
fundada, por lo que no quedó 
acreditado el presupuesto causal 
sobre el cual se construyó la pre-
tensión. 

La alzada descartó además la 
responsabilidad autónoma del 
hospital y de la Provincia. Si bien 
reconoció la obligación de seguri-
dad de los establecimientos sani-
tarios, no encontró deficiencias 
organizativas, estructurales o fun-
cionales ni una prestación irregu-
lar del servicio. Las falencias for-
males advertidas en la historia clí-
nica tampoco tuvieron incidencia 
causal en la evolución de la pa-
ciente o en la necesidad de la his-
terectomía. 

El decisorio concluyó que no se 
acreditaron la mala praxis, la rela-
ción causal ni una falla del servicio 
que generara obligación de repa-
rar. Por ello, rechazó íntegramente 
la apelación, confirmó la sentencia 
de grado e impuso las costas a la 
actora vencida. También exhortó a 
los establecimientos y equipos de 
salud a reforzar la comunicación 
para asegurar que la información 
médica sea efectivamente com-
prendida, especialmente frente a 
pacientes en situaciones de vulne-
rabilidad. 

La pericia determinó que la histerectomía respondió a un grave cuadro infeccioso 
que ponía en riesgo la vida de la paciente y descartó que hubiera sido consecuencia 
de una perforación uterina durante el legrado 

ESCENARIO. El Hospital Materno Provincial Dr. Raúl Felipe Lucini fue demandado junto con dos profesionales y la Provincia 

por los daños derivados de una intervención realizada a una paciente. 

Rechazan demanda de mala praxis 
al no probarse la negligencia médica 

b
l sábado pasado se inauguraron 
en Rosario, Santa Fe y Rafaela los 
XIII Juegos Suramericanos, con la 

participación de más de 4.000 atletas 
de 15 países. Es un evento pensado, an-
te todo, para el deporte no profesional. 
Se trata de una vidriera en la que existe 
una estructura de marcas superpues-
tas que vale la pena desarmar, porque 
no responde a un único contrato sino a 
varios, negociados por actores distin-
tos, que conviven dentro del mismo 
evento sin necesariamente coordinarse 
entre sí. 

El primer nivel es el de la organiza-
ción, en el cual los juegos tienen su 
propio grupo de sponsors generales; 
entre ellos Paladini, Coca-Cola, Aero-
puertos Argentina 2000 y La Segunda 
Seguros, además de Sonder como 
Sponsor Oro. Esta categorización, habi-
tual en los grandes eventos deportivos, 
responde a una estructura escalonada 
de patrocinio, organizada normalmen-
te en niveles del tipo Platino, Oro, Pla-
ta y Bronce, en la cual cada escalón 
define cuánto aporta la empresa y qué 
recibe a cambio. No es una categoría 
con definición legal fija sino una clasi-
ficación comercial que cada organiza-
dor diseña a su medida, pero suele tra-
ducirse en contraprestaciones concre-
tas, mayor visibilidad de marca en car-
telería e indumentaria oficial, exclusivi-
dad dentro del propio rubro, derecho a 
usar el nombre y el logo del evento en 
la comunicación propia de la empresa, 
y acceso preferencial a espacios y acti-
vidades dentro del predio.  

En el caso de Sonder, ser Sponsor 
Oro se tradujo en vestir al personal de 
organización, a los jueces, al cuerpo 
médico y a los más de 4.000 volunta-
rios que hacen funcionar el evento 
puertas adentro, además de tener a su 
cargo el desarrollo del merchandising 
oficial que se vende al público.  

Ese tipo de acuerdo suele incluir 
cláusulas de exclusividad sectorial; 
mientras dura el contrato, el organiza-
dor no puede firmar con otra marca de 
indumentaria para esas mismas fun-
ciones, y una licencia de marca en am-
bas direcciones: el evento le permite a 
Sonder usar el emblema oficial de los 
juegos en su propio merchandising, y 
Sonder le presta su producto y su nom-
bre a la vestimenta institucional. 

El segundo nivel, distinto y separa-
do, es el de cada delegación nacional. 
Cada país participante negocia su pro-
pia indumentaria con su propio spon-
sor, muchas veces sin relación alguna 
con los sponsors generales del evento. 
El caso de Perú es un buen ejemplo: 
sus 492 atletas compiten vestidos por 
Head, en el marco de una alianza es-
tratégica con el Comité Olímpico Pe-
ruano que se extiende a todo el ciclo 
olímpico. Argentina tiene su propio 
acuerdo, también independiente del 
resto, con la marca Le Coq Sportif, 
sponsor oficial del Comité Olímpico Ar-
gentino desde 2022, en un convenio 

pensado justamente para acompañar a 
los equipos nacionales a lo largo de to-
do el ciclo olímpico, desde los Juegos 
Suramericanos hasta unos eventuales 
Juegos Olímpicos (JJOO). El resultado 
visual es un mosaico de marcas depor-
tivas que conviven dentro del mismo 
estadio, cada una amparada por un 
contrato completamente independiente 
de las demás, y cada una con su propia 
estructura de niveles y exclusividades 
hacia adentro. 

Esta distinción entre niveles tiene un 
correlato económico central para los 
propios deportistas. En el deporte no 
profesional, en el cual los premios en 
dinero son escasos o directamente in-
existentes, el patrocinio personal suele 
ser la principal fuente de ingresos ge-
nuina del atleta. Una encuesta realiza-
da entre deportistas de élite de 48 paí-
ses antes de Tokio 2020 reveló que más 
de la mitad atravesaba una situación 
financiera inestable, mientras que dis-
tintos análisis sobre la distribución de 
ingresos olímpicos muestran que los 
atletas participan de manera directa en 
apenas 0,6% de lo que generan los 
propios juegos mediante programas de 
becas. En ese contexto, la posibilidad 
de que cada deportista, o cada delega-
ción, negocie su propio sponsor de in-
dumentaria, por fuera del sponsor ins-
titucional del evento, no es un capricho 
comercial sino una vía de sustento re-
al, que en muchos casos determina si 
un atleta puede seguir entrenando de 
manera profesional o tiene que aban-
donar la disciplina. Restringir esa li-
bertad, como ocurre en ciertos márge-
nes durante los JJOO, es también una 
decisión con impacto económico con-
creto sobre quienes menos margen tie-
nen para absorberlo. 

En los JJOO existen restricciones es-
trictas para que el sponsor personal de 
un atleta no compita comercialmente, 
durante los días de competencia, con el 
sponsor oficial del evento, generando 
en esos casos tensiones y hasta litigios 
conocidos entre marcas deportivas y 
comités organizadores. Acá, en cambio, 
la convivencia entre Sonder como ves-
timenta institucional y Le Coq Sportif o 
Head como vestimenta de cada delega-
ción no genera fricción porque cada 
marca opera en un plano distinto del 
evento, sin “pisarse". 

En definitiva, los Juegos Suramerica-
nos Santa Fe 2026 muestran que ni si-
quiera el deporte no profesional escapa 
a la lógica de las marcas superpuestas. 

Marcas en juego: los contratos detrás 
de los Juegos Suramericanos

DERECHO DE EMPRESAS
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Mercado laboral: cuánto debería crecer 
Argentina para generar trabajo de calidad
La recuperación de la economía nacional  durante los últimos años convivió con un contexto en el que crecieron el empleo independiente 

y el asalariado no registrado, mientras que el empleo formal permaneció estancado. Un informe conjunto de la OIT y la Cepal analiza la relación 

entre actividad y ocupación durante las últimas dos décadas

l crecimiento económico
suele aparecer asociado a
una expectativa concreta

sobre el mundo del trabajo: que
una mayor actividad se traduzca
en más oportunidades de em-
pleo. 

Sin embargo, la evolución re-
ciente del mercado laboral ar-
gentino muestra que esa rela-
ción no es automática. 

Una economía puede expan-
dirse y, al mismo tiempo, regis-
trar cambios en el tipo de pues-
tos que se crean, diferencias en-
tre sectores y grupos de trabaja-
dores y una mayor presencia de
modalidades de inserción que
ofrecen distintos niveles de pro-
tección.

Más allá de los indicadores
agregados, en los últimos años,
lo que aparece es una transfor-
mación en la forma en que las
personas se incorporan y per-
manecen en el mercado de tra-
bajo. 

El empleo independiente y el
asalariado no registrado tuvie-
ron un mayor protagonismo,
mientras que el empleo asalaria-
do registrado mostró dificulta-
des para recuperar el dinamis-
mo de otros períodos.

Así lo indicó un informe con-
junto de la Oficina de la Organi-
zación Internacional del Trabajo
(OIT) para la Argentina y la Co-
misión Económica para América
Latina y el Caribe (CEPAL), el
cual analizó la coyuntura laboral
de 2024 y 2025 y, al mismo tiem-
po, reconstruyó la relación entre
crecimiento económico y em-
pleo durante la última década y
media en el país 

El documento, titulado “Co-
yuntura laboral en la Argentina.
Oportunidades para el creci-
miento del empleo en distintos
contextos económicos para Ar-
gentina” busca aportar eviden-
cia sobre las transformaciones
del mercado de trabajo y sus im-
plicancias para el empleo decen-
te.

Además, el reporte pudo esti-
mar un nivel de crecimiento ne-
cesario de alrededor de 3% sos-
tenido durante la próxima déca-
da, con el objetivo de absorber
las necesidades de la población
activa y reducir la informalidad.

Composición del trabajo
Según los datos que se analiza-
ron en el documento, la econo-

E

mía argentina mostró durante
2025 una recuperación del PBI
de 4,4%, por encima del creci-
miento observado en buena
parte de América Latina y el Ca-
ribe. 

La expansión estuvo impulsa-
da principalmente por la inter-
mediación financiera, el comer-
cio, el sector agropecuario, las
actividades inmobiliarias, em-
presariales y de alquiler y la mi-
nería. 

Además, la desaceleración de
la inflación también permitió
una recomposición parcial de
los ingresos reales luego de la
fuerte caída registrada entre fi-
nes de 2023 y comienzos de
2024.

No obstante, el reporte desta-
có que la recuperación de la acti-
vidad no se trasladó de manera
homogénea al empleo.

Así, durante 2025, la tasa de
participación laboral permane-
ció relativamente estable, con
variaciones inferiores a medio
punto porcentual respecto del
año anterior. 

En detalle, se precisó que la
tasa de empleo tuvo una mejora
significativa entre el tercer y el
cuarto trimestre, cercana a un
punto porcentual, aunque ter-
minó el año en valores prome-
dio inferiores a los de 2024. 

En tanto, en paralelo, la des-
ocupación aumentó: pasó de

5,7% a fines de 2023 a 6,4% en el
cuarto trimestre de 2024 y llegó a
7,5% en el mismo período de
2025.

La estabilidad de la participa-
ción laboral resulta relevante
porque implica que el aumento
de la desocupación convivió con
una cantidad de personas que
continuó buscando participar
del mercado de trabajo. 

El informe señaló, en este
sentido, que la capacidad de ab-
sorción de la fuerza laboral que
se había observado luego de la
pandemia deberá verificarse en
los próximos períodos, especial-
mente frente al crecimiento re-
ciente del desempleo.

Por su parte, la composición
de esa fuerza de trabajo también
registró diferencias. 

La participación de los varo-
nes se ubicó hacia fines de 2024
alrededor de 55%, frente a cerca
de 43% entre las mujeres. 

Pero las brechas se profundi-
zan cuando se combinan género
y edad. 

Los varones adultos presenta-
ron tasas de participación cerca-
nas a 80%, mientras que entre
las mujeres jóvenes se ubicaron
alrededor de 46%. 

El nivel educativo introdujo,
además, diferencias dentro de
este último grupo: entre las mu-
jeres jóvenes con educación uni-
versitaria completa la tasa de

participación promedio alcanzó
90% en 2025, mientras que entre
quienes no completaron el nivel
primario fue de 20%.

Las mujeres jóvenes emergie-
ron también como el grupo con
menores tasas de ocupación. A
fines de 2025, 38,4% se encon-
traba ocupado, frente a 76,2% de
los varones adultos. 

El informe destacó además
una mayor volatilidad en sus in-
dicadores de ocupación y des-
ocupación.

Así, detrás de una dinámica
agregada relativamente estable
conviven trayectorias laborales
diferentes.

La misma heterogeneidad
surgió al observar las categorías
ocupacionales. 

Entre fines de 2023 y fines de
2024, la cantidad de personas
cuentapropistas había aumen-
tado más de 6%, convirtiéndose
en la principal impulsora del
crecimiento del empleo en ese
período. 

Entre 2024 y 2025, esa diver-
gencia se consolidó: el dinamis-
mo del empleo total estuvo ex-
plicado principalmente por el
trabajo independiente, mientras
el empleo asalariado registró ca-
ídas interanuales de entre 1,3% y
1,5% en los últimos trimestres.

Dentro del empleo asalaria-
do, el comportamiento tampoco
fue uniforme. 

El empleo público registró
fuertes descensos, mientras que
en el sector privado el empleo
asalariado registrado mostró va-
riaciones negativas o estanca-
miento. 

En contraste, el empleo asala-
riado no registrado creció cerca
de 2,8% interanual al comienzo
de 2025. Según el informe, esto
supone una recomposición ha-
cia formas de inserción más pre-
carias.

Calidad del empleo
La cantidad de puestos no es el
único indicador que permite ob-
servar lo que sucedió con el mer-
cado laboral en Argentina. 

Las horas trabajadas también
dieron cuenta de diferencias se-
gún la condición de registración. 

El empleo asalariado no regis-
trado mantuvo durante el perío-
do reciente niveles de horas tra-
bajadas superiores al resto y al-
canzó a fines de 2025 el máximo
de la serie considerada. En ese
segmento, además, las horas
presentaron mayor volatilidad.
El empleo registrado, en cambio,
exhibió trayectorias más esta-
bles.

Además, la informalidad
constituyó otro de los ejes del
diagnóstico. 

Desde el inicio de la serie utili-
zada por el reporte, en el cuarto
trimestre de 2023, la tasa de in-
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formalidad se mantuvo en torno
a 41% y 42%. 

Durante 2025 ascendió hasta
43%, con una variación inter-
anual de 0,9 puntos porcentua-
les en el cuarto trimestre. 

En términos simples, el infor-
me señaló que aproximadamen-
te cuatro de cada diez personas
trabajadoras se encontraban en
una ocupación informal.

Las diferencias también se ex-
presaron según género y catego-
ría ocupacional. 

Desde el comienzo de la serie,
la tasa de informalidad de los va-
rones aumentó 0,9 puntos por-
centuales, mientras que entre las
mujeres el incremento fue de 2,4
puntos. El trabajo por cuenta
propia presentó las mayores ta-
sas de informalidad, alcanzando
a casi siete de cada diez perso-
nas. 

Por sectores, construcción y
trabajo en casas particulares ex-
hibieron los niveles más eleva-
dos entre los grupos selecciona-

dos por el informe.
En este contexto emergió otra

conducta laboral: el pluriem-
pleo.

El informe demostró una ten-
dencia creciente entre las perso-
nas jóvenes y, especialmente,
entre las mujeres jóvenes. 

En el conjunto de jóvenes, la
proporción de quienes tienen
más de un empleo pasó de 5,8%
en el cuarto trimestre de 2023 a
6,9% en igual período de 2024. 

Entre las mujeres de 18 a 24
años, el aumento fue de 7,3% a
9,5%. 

El documento señaló que esta
evolución puede estar asociada a
estrategias para complementar
ingresos o compensar la insufi-
ciente calidad y estabilidad de
los empleos disponibles.

El fenómeno, sin embargo, no
se limita a quienes tienen emple-
os informales. 

En el cuarto trimestre de 2025,
el pluriempleo alcanzó a 14,3%
de las inserciones asalariadas

formales y al 13,5% de las infor-
males. 

Entre las personas adultas, la
incidencia fue de 15% en ambos
grupos. 

Entre jóvenes, en cambio, lle-
gó a 7,4% entre las inserciones
informales y a 5,5% entre las for-
males. 

Por eso, el informe plantea
que no existe una relación lineal
entre la condición de formalidad
y la propensión a tener más de
un empleo.

Mercado y estructura 
productiva
La evolución de los últimos años
se entiende mejor cuando el
análisis se amplía. 

Así, el informe reconstruyó el
vínculo entre PIB y empleo du-
rante la última década y media y
encuentra que Argentina atrave-
só un período prolongado de es-
tancamiento: entre 2011 y 2024,
el PIB se contrajo 0,4%, mientras
que el PIB per cápita cayó 11,2%.

A pesar de esa dinámica, la
desocupación se mantuvo relati-
vamente estable. 

En 2024 fue de 7,1%, apenas
por debajo del 7,2% registrado
en 2011. 

Esto se explica porque la can-
tidad de personas ocupadas cre-
ció a una tasa anual equivalente
de 1,7%, en línea con el creci-
miento de la población econó-
micamente activa. 

Pero la composición de ese
crecimiento fue diferente.

Entre 2011 y 2024, 72% del
crecimiento de la ocupación to-
tal fue explicado por el cuenta-
propismo y el empleo asalariado
no registrado. 

El empleo total creció a una
tasa anual equivalente de 1,7%:
el trabajo por cuenta propia
aportó 0,7 puntos porcentuales y
el asalariado no registrado 0,5
puntos. 

El empleo asalariado público
explicó 0,3 puntos y el asalariado
registrado privado apenas 0,2
puntos.

El informe también registró
señales de presión sobre las tra-
yectorias laborales. 

En 2024, 17,8% de las perso-
nas ocupadas estaba buscando
trabajo, por encima del 15,6% de
2011. 

Al mismo tiempo, el subem-
pleo alcanzó a 12% de la pobla-
ción ocupada, frente al 9,2% de
2011. 

Dentro de ese grupo, quienes
buscaban activamente trabajar
más horas representaban 8,3%
de las personas ocupadas, frente
a 6,3% en 2011.

En ese período, entonces, la
expansión de la ocupación no
estuvo acompañada por un
avance equivalente del empleo
asalariado formal.

Entre 2005 y 2024, el empleo
asalariado registrado privado
mostró una sensibilidad positiva
al crecimiento del producto,
mientras que el cuentapropismo
y el empleo asalariado no regis-
trado presentaron comporta-
mientos que pueden describirse
como contracíclicos en distintas
etapas. 

En particular, el empleo por
cuenta propia tendió a expandir-
se durante períodos de bajo o
negativo crecimiento.

El documento explicó esta di-
námica a partir de la propia es-
tructura del mercado de trabajo.
Cuando el empleo asalariado
formal no logra absorber el cre-
cimiento de la población activa,
otras modalidades ocupaciona-
les funcionan como una forma
de refugio o estrategia de subsis-
tencia. 

De este modo, el comporta-
miento del empleo no puede
analizarse separado de las con-
diciones en las que se produce el
crecimiento económico.

Así, la comparación histórica
resulta significativa. 

Durante la etapa de creci-
miento de 2005-2011, el incre-
mento de la población activa fue
absorbido principalmente por el
empleo asalariado registrado

privado y se produjo un proceso
de formalización. 

En cambio, durante el perío-
do 2012-2024, el aumento de la
población activa fue absorbido
en mayor medida por el cuenta-
propismo y el empleo asalariado
informal.

Modificación 
de la trayectoria
El informe introduce, a partir de
este análisis, una cuestión cen-
tral para los próximos años: no
alcanza con observar si la econo-
mía crece, sino también cuánto
crece y en qué sectores se con-
centra ese crecimiento.

Las estimaciones muestran
que la respuesta del empleo asa-
lariado privado registrado cam-
bia según el ritmo de expansión
de la economía. 

El documento identificó un
umbral de crecimiento del pro-
ducto de 3,9%. 

Por encima de ese nivel, la
sensibilidad estimada del em-
pleo formal al crecimiento es de
0,6, mientras que por debajo se
ubica en 0,3. 

Según el informe, en períodos
de bajo crecimiento existen me-
nores incentivos para contratar
debido a una menor utilización
de la capacidad productiva y a
expectativas más moderadas; en
etapas de mayor crecimiento,
aumentan los incentivos para in-
corporar personal registrado y
ampliar capacidades dentro de
las empresas.

La relación también cambia
cuando la economía se expande
o se contrae. 

La sensibilidad del empleo
asalariado privado formal es ma-
yor durante las fases de creci-
miento. 

En las contracciones, las em-
presas tienden a sostener parte
de sus puestos debido a los cos-
tos asociados a los despidos y a la
pérdida de capacidades vincula-
das con la experiencia y el apren-
dizaje acumulado de las perso-
nas trabajadoras.

A partir de estas estimaciones,
el informe estableció una refe-
rencia para la próxima década.
La economía argentina debería
crecer de forma sostenida por
encima del 2,9% anual entre
2025 y 2035 para absorber el cre-
cimiento de la población activa y
reducir la informalidad laboral. 

El cálculo considera una tasa
de crecimiento proyectada de la
población en edad de trabajar de
0,73% anual y supone una tasa
de actividad constante.

El dato adquiere otra dimen-
sión cuando se lo compara con
la trayectoria previa. 

El informe señaló que ese piso
de crecimiento, aunque no pa-
rezca elevado, implicaría un
cambio significativo frente al es-
tancamiento registrado durante
los últimos 14 años. 

Además, advirtió de que el re-
querimiento sería todavía mayor
si se incorporaran incrementos
de productividad que impliquen
una menor necesidad de empleo
por unidad de producto.



m
or mayoría, la Corte Supre-
ma de Justicia de la Nación 
(CSJN) dejó sin efecto -por 

arbitraria- una sentencia de la Sa-
la III de la Cámara Federal de Ca-
sación Penal que anuló el fallo 
que había condenado a un hom-
bre a ocho años de prisión como 
autor del delito de trata de perso-
nas con fines de explotación se-
xual, agravado por mediar enga-
ño, amenazas y abuso de una si-
tuación de vulnerabilidad. 

La decisión se remitió a los fun-
damentos del dictamen del pro-
curador General interino Eduar-
do Casal, quien sostuvo que la va-
loración de la prueba -en particu-
lar, del testimonio de la víctima- 
fue en contra de las pautas esta-
blecidas en las normas y la juris-
prudencia del derecho interna-
cional de los derechos humanos.  

La CSJN hizo lugar a la queja 
por recurso extraordinario de-
negado presentada por el fiscal 
General ante la Cámara, Mario 
Villar. 

El caso fue juzgado en 2018, 
pero los hechos se remontan a 
2014, cuando el acusado -con 57 
años de edad- conoció a la vícti-
ma -entonces, de 25- en un local 
bailable de San Miguel de Tucu-
mán y, luego de algunos contac-
tos telefónicos, la invitó a pasar 
unos días en San Bernardo, en el 

partido bonaerense de La Costa, 
donde él vivía. 

El viaje se desarrolló con nor-
malidad y el Tribunal Oral Fede-
ral indicó que ese fue el primer 
paso del proceso de captación. 
Hubo un segundo viaje en 2015: 
la víctima tomó un avión, el acu-
sado la buscó en el Aeroparque 
Metropolitano, la trasladó a San 
Bernardo y comenzó a explotarla. 
Luego la llevó a Santa Teresita y la 
obligó a mantener a mantener re-
laciones sexuales con dos hom-
bres. De ahí viajaron a Mar de 
Ajó, donde fue explotada con otro 
hombre, y un día después se pro-
dujo el tercer encuentro, a bordo 
de un vehículo, en San Bernardo, 
momentos previos a la fuga de la 

víctima, quien pidió ayuda al 911. 
A su turno, la Casación sostuvo 

que la condena “partió de premi-
sas sustentadas en prejuicios, 
que como tales se alejaron del 
análisis probatorio exigido en las 
resoluciones judiciales” y que el 
examen de la prueba “no puede 
ni debe ser suplido recurriendo a 
algún tipo de ideología o marco 
teórico”. 

Señaló además que la acusa-
ción se apoyó únicamente en la 
declaración de la víctima y que la 
existencia de una relación entre 
ella y el acusado, sumada a la cir-
cunstancia de haber viajado sola 
de Tucumán a Buenos Aires para 
encontrarse con él, no permitía 
configurar el delito de trata. 

Villar alegó que el tribunal des-
atendió las pautas establecidas 
en el juzgamiento de hechos de 
maltrato a la mujer en situación 
de vulnerabilidad. 

El agente valoró la coherencia, 
consistencia y logicidad del rela-
to a lo largo del trámite del caso y 
citó otras pruebas que fueron 
omitidas en la sentencia recurri-
da, como registros obtenidos de 
los teléfonos, elementos incrimi-
natorios secuestrados en el do-
micilio del encartado y otros tes-
timonios. Ponderó además la di-
ferencia de edad de la mujer con 
el hombre, así como la delicada 
personalidad de la joven y su 
compleja historia de vida. 

Al sostener el recurso del fiscal 
Villar, Casal entendió que la Ca-
sación no examinó las pruebas 
bajo las pautas específicas que 
debió usar. 

Encuadró el análisis bajo “los 
particulares criterios para la co-
rrecta valoración de la prueba” 
que establecen los instrumentos 
internacionales para la investi-
gación de hechos de violencia 
contra las mujeres. En tal senti-
do, indicó que, por tratarse de 
hechos que se producen en au-
sencia de otras personas, “no se 
puede esperar la existencia de 
pruebas gráficas o documenta-
les” y recordó que, por ello, la 
declaración de la víctima consti-
tuye una prueba fundamental 
sobre el hecho. 

Casal sostuvo que el fallo que 
anuló la condena “no reparó en 
que la visión igualitaria y el dere-
cho a la autodeterminación de la 
mujer, sobre los que el tribunal 
oral se había basado, lejos de tra-
tarse de ‘premisas sustentadas en 
prejuicios’ y de ‘algún tipo de ide-
ología o marco teórico’, se ajusta-
ron a los valores fundacionales de 
la citada Convención de Belém 
do Pará, en la que los Estados 
partes expresaron su preocupa-
ción ‘porque la violencia contra 
la mujer es una ofensa a la digni-
dad humana y una manifestación 
de las relaciones de poder históri-
camente desiguales entre muje-
res y hombres”. 

Por otro lado, alegó que el fallo 
incurrió en arbitrariedad al re-
chazar la tipicidad en el caso 
examinado por la supuesta rela-
ción previa entre la víctima y el 
acusado. 

En esta línea, cuestionó la valo-
ración hecha sobre el traslado de 
la damnificada por sus propios 
medios hasta encontrarse en el 
Aeroparque Metropolitano con el 
acusado. “Ninguna interpreta-
ción ni argumento expuso para 
concluir que tal acto impediría 
considerar que el acusado la aco-
gió con fines de explotación”, 
sostuvo. 

Del mismo modo, estimó que 
“constituye mera fundamenta-
ción aparente” la referencia a las 
“especiales características” de la 
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Revocaron un fallo que anuló una condena por 
trata sexual al restarle credibilidad a la víctima 
La Corte Suprema dejó 
sin efecto un decisorio de 
la Cámara Federal de 
Casación Penal. El caso 
se había juzgado en  
Mar del Plata, en 2018 

víctima efectuada en la sentencia 
recurrida a partir de un informe 
psicológico que no fue analizado 
de manera completa. “Mediante 
una referencia parcial y aislada a 
un informe, pretendió poner en 
duda el testimonio de la víctima”, 
planteó Casal. 

Agregó que la cámara pasó por 
alto los restantes informes y de-
claraciones que prestaron las 
profesionales que la entrevista-
ron y que el tribunal oral se ocupó 
de relacionar y analizar en forma 
conjunta. 

Otro punto controvertido con 
relación a la valoración de la 
prueba fue el análisis de algunas 
constancias de la causa. Casal se-
ñaló que se invocó “una parte pe-
queña y aislada” de la declara-
ción de la oficial que intervino en 
el rescate y advirtió que el fallo de 
Casación se limitó a transcribir 
que la policía vio que la joven y el 
acusado iban “caminando ha-
blando juntos’” y omitió la decla-
ración completa, en la cual que-
dó en evidencia que la agente lo-
gró apartarla y fue entonces 
cuando rompió en llanto y le re-
lató lo que estaba sucediendo, 
luego del intento del hombre de 
hacerse pasar primero por el tío y 
luego por un amigo del padre de 
la joven. 

 
Defensa 
También criticó que la Casación 
haya tomado los cuestionamien-
tos de la defensa sobre la veraci-
dad de las declaraciones de la 
damnificada al sostener que era 
“mentirosa” y “una chica de vida 
fácil”. 

Casal dictaminó que, por ha-
berse hecho eco de esa califica-
ción, la CFCP procedió “en contra 
de las pautas de valoración esta-
blecidas en el ámbito del derecho 
internacional de los derechos hu-
manos” y postuló que estuvo lejos 
de explicar por qué razón esa for-
ma de vida -si fuera verdad- im-
pediría que fuera víctima de he-
chos de trata o pondría “de por sí 
en duda la veracidad de su testi-
monio”. 

El jefe de los fiscales recordó la 
sentencia de la Corte Interameri-
cana de Derechos Humanos DH 
en el caso “Gutiérrez Hernández 
y otros vs. Guatemala”, de agosto 
de 2017, que puso de relieve que 
“la influencia de patrones socio-
culturales discriminatorios pue-
de dar como resultado una des-
calificación de la credibilidad de 
la víctima durante el proceso pe-
nal en casos de violencia y una 
asunción tácita de responsabili-
dad de ella por los hechos, ya sea 
por su forma de vestir, su ocupa-
ción laboral, conducta sexual, re-
lación o parentesco con el agre-
sor, lo cual se traduce en inac-
ción por parte de los fiscales, po-
licías y jueces ante denuncias de 
hechos violentos”. 

Resaltó que aquella influencia 
también puede afectar de forma 
negativa la investigación de los 
casos y la valoración de la prueba 
subsiguiente, que puede verse 
marcada por “nociones estereoti-
padas sobre cuál debe ser el com-
portamiento de las mujeres en 
sus relaciones interpersonales”. 
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L
a crisis de 2001 y la salida de la 
convertibilidad incorporaron 
al lenguaje jurídico y econó-

mico argentino una palabra que 
terminó definiendo buena parte 
de aquella emergencia: asimetría. 

El decreto 214/2002 convirtió los 
depósitos en dólares a una rela-
ción de $1,40 por dólar y determi-
nadas deudas con el sistema finan-
ciero a $1 por dólar, sometiéndolos 
además a mecanismos de actuali-
zación. De allí nació la expresión 
pesificación asimétrica. 

Sin embargo, el verdadero 
problema jurídico nunca estuvo 
solamente en la diferencia entre 
$1 y $1,40. 

Había una cuestión mucho más 
profunda: quién debía soportar las 
consecuencias de una crisis ex-
traordinaria y con qué herramien-
tas contaba cada sector para prote-
ger su patrimonio. 

Ello, porque las pérdidas de una 
crisis no desaparecen: se redistri-
buyen. Junto con esa redistribu-
ción pueden producirse transfe-
rencias patrimoniales y procesos 
de concentración económica. 

El derecho no puede permane-
cer ajeno a esa realidad, especial-
mente cuando una de las partes 
dispone de una estructura profe-
sional para administrar el riesgo y 
la otra responde con sus ingresos, 
su patrimonio y, en muchos casos, 
con su vivienda. 

 
Más que una diferencia monetaria 
Durante aquella emergencia, el 
sistema financiero contó con me-
canismos regulatorios, patrimo-
niales y compensatorios destina-
dos a absorber una parte impor-
tante de los efectos producidos por 
la salida de la convertibilidad. 

El deudor individual se encon-
traba en una situación diferente. 
Su capacidad para soportar la cri-
sis dependía fundamentalmente 
de sus ingresos y de su patrimonio. 

Allí aparecía otra forma de asi-
metría. No solamente la que sur-
gía de convertir obligaciones me-
diante relaciones diferentes sino 
la que existía entre la capacidad 
institucional de una parte para 
administrar una crisis y la capaci-
dad económica de la otra para so-
brevivir a ella. 

Esa desigualdad nos llevó a plan-
tear entonces una cuestión que 
adquiriría después una importan-
cia decisiva. 

  
Cuando el deudor  
era también consumidor 
La Ley Nº 24240 de Defensa del 
Consumidor (LDC) ya estaba vi-
gente. La reforma constitucional 
de 1994 había incorporado ade-
más, en su artículo 42, la protec-
ción de consumidores y usuarios y, 
expresamente, de sus intereses 
económicos. 

La propia LDC contenía herra-
mientas de derecho sustancial: re-
gulaba el crédito para consumo, 
imponía deberes de información y 
permitía controlar cláusulas abusi-
vas y contratos predispuestos. 

Por lo tanto, el problema no era 
la inexistencia absoluta de nor-
mas. El problema era hasta dónde 
ingresaban efectivamente esas 
normas en el examen de las rela-
ciones bancarias y financieras. 

En nuestras defensas sostuvi-
mos que quien había tomado un 
crédito para satisfacer necesida-
des personales o familiares no 
era solamente un deudor obliga-
do por lo que había firmado: era 
también un consumidor. Si exis-
tía una relación de consumo, el 
análisis jurídico no podía termi-
nar en la constatación del contra-
to, la deuda y el incumplimiento. 

Había que examinar también la 
información suministrada, las 
cláusulas predispuestas, el fun-
cionamiento real del mecanismo 
financiero, el costo del crédito y 
el desequilibrio existente entre 
las partes. 

Aquellos argumentos no siempre 
fueron considerados con el alcance 
que proponíamos pero el proble-
ma había quedado planteado. 

 
De los tribunales a la Legislatura 
 La discusión no quedó limitada a 
los procesos judiciales. 

En Córdoba, presenté ante la Le-
gislatura una propuesta normati-
va, acompañada de su exposición 
de motivos, para procurar que la 
crisis no terminara con la pérdida 
de la vivienda de los deudores. 

Esa línea de trabajo encontró ex-
presión legislativa en la ley 9322. 

Su finalidad no era desconocer 
las obligaciones sino crear un es-
pacio jurídico antes de que la 
ejecución produjera un daño 
irreversible. 

La ley alcanzaba a procesos vin-
culados con la vivienda única del 
deudor y su familia, respecto de 
obligaciones originariamente con-
traídas en dólares y luego alcanza-
das por la pesificación. 

Durante la suspensión del pro-
ceso, las entidades financieras de-
bían informar la aplicación de la 
normativa nacional y las compen-
saciones reconocidas al sistema fi-
nanciero; el deudor debía conti-
nuar depositando el valor en pesos 
de la cuota original, siempre que 
no superara 20 por ciento de sus 
ingresos mensuales; y se establecía 
una mediación obligatoria consi-
derando la situación económico-
financiera de ambas partes. 

Ese límite retomaba una idea ya 
presente en la ley 23370: la deuda 
no podía tratarse al margen de la 
capacidad real de pago. 

 La ley 9322 dispuso además que, 
al levantarse la suspensión, inter-
viniera el Ministerio Público para 
verificar el cumplimiento de la 
LDC, las cláusulas contractuales y 
los intereses reclamados. 

Reunía así varias cuestiones que 
todavía hoy discutimos: compen-
saciones al sistema financiero, ca-
pacidad económica del deudor, 
mediación, control de intereses y 
aplicación sustancial del Derecho 
del Consumidor. 

Existía, sin embargo, un límite 
constitucional: la modificación 
sustancial de las obligaciones 
correspondía a la legislación 
nacional. 

La Provincia podía actuar dentro 
de sus competencias procesales y 
de administración de justicia para 
evitar que la ejecución consumara 
un daño irreversible antes de una 
revisión efectiva. 

La ley 9322 se desenvolvió preci-
samente en esa zona de tensión. 

  
El consumidor y sus derechos 
Con el paso del tiempo, la jurispru-
dencia fue reconociendo con ma-
yor claridad la aplicación del Dere-
cho del Consumidor a las relacio-
nes bancarias y financieras cele-
bradas con destinatarios finales. 

El Código Civil y Comercial no 
creó esa protección sustancial, 
porque ya existía, pero la incorporó 
sistemáticamente al derecho priva-
do y estableció expresamente su 
aplicación a los contratos banca-
rios celebrados con consumidores. 

Aquello que durante años in-
tentamos hacer valer en nuestros 
planteos judiciales quedó así re-
conocido. 

El consumidor financiero no 
podía ser considerado solamente 
como el deudor que debía cum-
plir lo firmado. 

Era también el sujeto protegi-
do de una relación estructural-
mente desigual. 

  
Una pregunta que no puede evitarse  
Mirado desde el presente surge 
una pregunta inevitable: ¿qué 
habría ocurrido si durante 
aquellas crisis las herramientas 
del Derecho del Consumidor 
hubieran sido aplicadas plena-
mente sobre la sustancia de las 
relaciones financieras? 

La historia no puede recons-
truirse mediante hipótesis. Sin 
embargo, muchas ejecuciones ha-
brían sido examinadas desde una 
perspectiva diferente.  

No habría bastado con determi-
nar el saldo de la deuda y verificar 
la existencia de una hipoteca. 

Habría correspondido analizar 
también cómo se había formado la 
obligación, qué información había 
recibido el consumidor, qué efec-
tos producían las cláusulas finan-
cieras, cuál era la verdadera evolu-
ción de la deuda y si las condicio-
nes contractuales respetaban la 
protección que el ordenamiento 
ya reconocía. 

No porque existiera un derecho 
a no pagar sino porque la obliga-
ción debía ser examinada jurídica-
mente antes de que la pérdida del 
patrimonio se volviera irreversible. 

La asimetría actual 
Veinticuatro años después no esta-
mos ante una nueva pesificación. 
No existe el mismo régimen jurídi-
co ni funcionan los mismos instru-
mentos financieros. Pero la asime-
tría se presenta bajo otras formas. 
Hoy el crédito se encuentra en 
bancos, tarjetas, proveedores no fi-
nancieros, plataformas y fintech. 

Puede contratarse desde un telé-
fono en pocos minutos. 

De un lado existe un provee-
dor profesional que diseña el 
producto, establece sus condi-
ciones, calcula el riesgo, admi-
nistra la información y determi-
na el mecanismo financiero. 

Del otro, un consumidor que 
responde con ingresos necesa-
riamente limitados. A esa des-
igualdad estructural puede agre-
garse otra. 

Cuando una obligación nece-
sita ser refinanciada y esa refi-
nanciación vuelve a comprome-
ter el ingreso futuro, el crédito 
puede comenzar a financiar al 
propio crédito. 

La deuda comienza entonces a 
recorrer un camino diferente, el de 
la capacidad económica necesaria 
para cancelarla. 

Ésa es la asimetría que debemos 
mirar ahora. Ya no entre un $1 y $1,40 
sino entre la evolución del costo fi-
nanciero y la evolución de la capaci-
dad real de pago del consumidor. 

  
Más derecho no siempre  
significa protección suficiente 
Hoy tenemos un ordenamiento ju-
rídico considerablemente más 
desarrollado.  

El Derecho del Consumidor in-
tegra expresamente el derecho pri-
vado, los contratos bancarios con 
consumidores están sometidos a 
sus principios y existen mecanis-
mos de control sobre cláusulas y 
costos financieros. 

El Código Civil y Comercial con-
tiene además una herramienta 
particularmente importante: el ar-
tículo 771 permite reducir judicial-
mente los intereses cuando la tasa 
fijada o el resultado de su capitali-
zación exceden injustificada y des-
proporcionadamente el costo me-
dio del dinero para deudores y 
operaciones similares. 

Tenemos, entonces, más dere-
cho. Eso conduce a una nueva 
pregunta: ¿tenemos una protec-
ción suficientemente temprana 
y efectiva? 

 Porque ésta puede llegar des-
pués de varias refinanciaciones, 
cuando ya se perdió capacidad de 
ahorro, se comprometió una parte 
creciente de los ingresos o el patri-
monio ingresó en ejecución. 

La pesificación asimétrica nos 
obligó a preguntarnos cómo se 
distribuían las consecuencias de 
una crisis. 

Hoy el desafío es diferente: con-
seguir que la protección jurídica 
actúe antes de que el desequilibrio 
produzca un daño irreversible. 

Si sólo consigue actuar cuando 
el consumidor ya perdió su capaci-
dad de pago, su ahorro o su patri-
monio, la protección llegará de-
masiado tarde. 

Quizá allí se encuentre una de 
las expresiones más claras del “de-
recho del vacío”. 

De la pesificación asimétrica  
a la asimetría actual: cuando 

la protección existe pero  
puede llegar demasiado tarde

Víctor Moncada 
Abogado 
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E
n un contexto de redes sociales en 
el que cada anomalía climática se 
convierte en alarma, el ingeniero 

agrónomo y magíster en Meteorología 
Fernando Forgioni, de Villa María, puso 
en contexto el actual evento de “Súper 
Niño” y su posible impacto en Córdoba y 
la región. 

Forgioni, quien se formó y trabajó varios 
años en Brasil junto a productores, sostie-
ne que el clima cambió de manera innega-
ble. Hay menos días fríos y los períodos de 
frío intenso suelen ser más cortos, aun-
que las irrupciones de aire polar y los 
eventos extremos siguen siendo posibles. 
“El clima está loco” es una percepción ex-
tendida entre los productores, pero no to-
do se explica por el Niño. 

 
Qué implica realmente este Niño 

El actual evento muestra un fuerte calen-
tamiento del Pacífico y se fortalece. Sin 
embargo, Forgioni aclara que eso no se 

traduce automáticamente en más lluvias 
en toda Argentina. “La atmósfera no sabe 
qué es Córdoba ni qué es Santa Fe”, grafi-
có ante la consulta del portal especializa-
do TodoAgro.. 

En Córdoba, según sus trabajos, el Niño 
no genera un aumento significativo de las 
precipitaciones. Incluso hay años neutra-
les que terminan siendo más lluviosos 
que algunos Niños.  

La situación cambia hacia el este: el lito-
ral, el norte, parte de Buenos Aires y el sur 
de Santa Fe suelen sentir con más fuerza 
el impacto, especialmente en primavera. 

Por eso recomendó seguir el fenómeno 
con atención, pero sin conclusiones auto-
máticas.  

El ejemplo de la tormenta de Santa Ro-
sa es claro: el año pasado dejó cerca de 
100 milímetros en la región; este año pasó 
casi sin consecuencias. “El Niño tampoco 
es una cuestión para salir a buscar ya mis-
mo una piragua”, ironizó. 

El problema de la  

información en redes 

Forgioni advirtió sobre el exceso de pro-
nósticos que circulan. Una app puede indi-
car lluvia para mañana y otro modelo 
mostrar algo diferente. “Eso es un modelo 
y un modelo tiene errores”, explicó. Los 
productores manejan grandes inversio-
nes y necesitan información confiable, no 
mensajes de alarma. 

También reivindicó el rol del Servicio 
Meteorológico Nacional y cuestionó que 
cualquiera se presente como pronostica-
dor. La inteligencia artificial (IA) y los mo-
delos avanzan, pero la atmósfera sigue 
siendo extremadamente compleja. Nin-
gún modelo reproduce perfectamente la 
realidad: siempre hay aproximaciones y 
errores que deben interpretarse. 

Además, destacó la importancia de las 
observaciones reales. “Un dato que se 

pierde no se recupera nunca”. Las estacio-
nes meteorológicas necesitan manteni-
miento y calibración; sin datos de calidad, 
los modelos pierden valor. 

 
Tecnología sí,  

pero con interpretación 

¿Puede la IA reemplazar al meteorólogo? 
Forgioni fue contundente: “Eso no va a ser 
nunca reemplazable”. Los modelos inten-
tan representar la realidad, pero no son la 
realidad. La evolución tecnológica proba-
blemente genere más trabajo especializa-
do, no menos. 

Para Córdoba, la conclusión es práctica: 
mirar el Niño con atención, pero sin trasla-
dar automáticamente los pronósticos ge-
nerales a la realidad local. Para el produc-
tor, la clave está en apoyarse en informa-
ción confiable y entender qué puede decir 
la ciencia… y qué todavía no puede decir. 

Súper Niño: un climatólogo cordobés baja el tono de las 
alarmas y explica qué puede pasar en la región

Recomendó mirar el fenómeno climático con atención pero sin trasladar automáticamente los pronósticos generales  
a la realidad local y -sobre todo- no guiarse por lo que dicen las redes y los modelos de inteligencia artificial

38.000 millones
de dólares es lo que le está costando a EEUU, hasta ahora,     
la guerra que libra contra Irán, según cálculos de   
la Oficina Presupuestaria del Congreso estadounidense
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